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HONORABLE CAMARA: 





			Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informaros el proyecto de acuerdo aprobatorio del tratado internacional denominado “Acuerdo de sede entre el Gobierno de la República de Chile y la Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la Cultura”, sometido a la consideración de la H. Corporación en primer trámite constitucional.





I.- ANTECEDENTES GENERALES.





			La Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la Cultura (OEI), es una organización internacional de cooperación intergubernamental, en los campos de la educación, la ciencia, la tecnología y la cultura en el contexto del desarrollo integral, según lo expresado en el artículo 1 de sus estatutos.





			Chile participa en ella desde el año 1969, junto con otros 22 países de América, Africa y Europa: Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Costa Rica, Cuba, República Dominicana, Ecuador, El Salvador, España, Guatemala, Guinea Ecuatorial, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, Portugal, Puerto Rico, Uruguay y Venezuela.





			Sus actuales estatutos fueron aprobados por la H. Cámara durante el Período Legislativo 1990-1994, y han sido promulgados por el decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores Nº 1.520, de 1993, publicados en el Diario Oficial del 1º de marzo de 1994.





			Conforme a los artículos 15, 16 y 17 de dichos estatutos, la sede central de la OEI ha sido establecida en Madrid, España, sin perjuicio de que sus distintos órganos puedan ser instalados en cualquiera de los países iberoamericanos que les garanticen la libertad de acción para el cumplimiento de sus fines, la salvaguardia de su condición de organización internacional y el apoyo oficial o privado necesario para su sostenimiento.





			En el caso que así lo decidiere, la OEI debe celebrar con el Gobierno del respectivo país un acuerdo especial que fije las condiciones en que podrá instalarse y funcionar el órgano correspondiente.





			En ese contexto, el objetivo fundamental del Acuerdo de sede sometido a vuestra consideración formaliza la presencia de una Oficina Técnica de Programas de la OEI en Chile, encargada, como lo señala el mensaje, de la representación ante nuestro Gobierno y del enlace con otras entidades de cooperación internacional y regional con sede en nuestro país, siendo, además, la responsable de la promoción, coordinación y ejecución de algunos proyectos de la OEI para América Latina.





			Al informaros sobre el proyecto de acuerdo aprobatorio de los actuales estatutos de la OEI, se os señaló que la participación de Chile en esta organización se acentúa a partir de 1990, con la intervención de especialistas del Ministerio de Educación en la elaboración del proyecto “Desarrollo de Estudios Prospectivos para el Diseño de Políticas y Estrategias de Educación, Ciencia y Cultura”; con su participación en la Reunión Subregional sobre “Descentralización Educativa”, y en las consultas sobre el proyecto “Educación y Democracia”.





			 Para este año, se proyecta realizar, con la colaboración de la OEI y la Sociedad de Matemática, las X Olimpíadas Iberoamericanas en Matemáticas, uno de cuyos objetivos es revisar y actualizar los contenidos y metodologías de la enseñanza de las matemáticas en Iberoamérica en el nivel medio.





			A partir de 1996, se proyecta que nuestro país apoye los programas “La Enseñanza en Valores para un Mundo en Transformación” e “Interculturalismo, Desarrollo y Educación”, con lo que se espera fortalecer las políticas educativas nacionales en ambos aspectos.





			Por último, cabe informaros que la instalación de una Oficina de la OEI en Santiago demandará un aporte anual de US$ 25.000, además de las prerrogativas, privilegios e inmunidades que se han convenido en el tratado sometido a vuestra consideración y que se os reseña a continuación.





II.- RESEÑA DEL ACUERDO DE SEDE EN TRAMITE.





			Este instrumento, del cual se adjunta una copia al final del informe, consta de treinta y siete artículos, en los cuales se regula, principalmente, el régimen jurídico de la sede de la OEI en Chile y el tratamiento que el Gobierno otorgará a su personal.





			A.- El régimen jurídico de la sede de la OEI en Chile.





			En este plano, el Gobierno de Chile acepta la instalación en Santiago de una Oficina Técnica de Programas de la OEI y le reconoce personalidad jurídica o capacidad legal para cumplir sus fines y, en consecuencia, facultad para contratar; adquirir bienes muebles e inmuebles, poseer recursos financieros, disponer libremente de ellos, y entablar juicios cuando convenga a los intereses de la Organización (artículos 2 y 3).





			La sede de esta Oficina Técnica estará bajo la autoridad y responsabilidad de la OEI y le serán aplicable los reglamentos sanitarios y otras disposiciones legales nacionales pertinentes (artículo 4).





			Además, esta sede y los archivos de la Oficina serán inviolables, de manera que las autoridades nacionales competentes no podrán ingresar a ella, en el ejercicio de sus funciones, sin el consentimiento del Director, a menos que se trate de un incendio u otro siniestro que ponga en peligro la seguridad pública, casos en los cuales se presumirá dicho consentimiento (artículo 6).





			Para evitar el uso abusivo del tal inviolabilidad, la OEI se compromete a no permitir que su sede sea utilizada como refugio de quienes intenten eludir la acción de la justicia o de quienes sean requeridos por el Gobierno o reclamados para su extradición y entrega a otro Estado, y, además, se obliga a usarla en forma compatible con sus fines y funciones (artículos 7 y 8).





			Por otra parte, la sede de la Oficina Técnica y sus bienes gozarán de inmunidad de jurisdicción y de ejecución en el territorio nacional, excepto cuando la OEI renuncie expresamente a ella. Tampoco gozará de inmunidad en los casos de infracciones de tránsito o de acciones civiles por daños a terceros, lesiones o muerte originados causados por un vehículo, nave o aeronave perteneciente o utilizado en nombre de la OEI y en caso de actividades comerciales de ésta (artículo 9).





			Como una derivación de dichas inmunidades, los bienes de la Oficina Técnica de la OEI estarán exentos de registro, requisa, confiscación y embargo. Podrán, sin embargo, ser expropiados por causa de utilidad pública o interés nacional calificada por ley, lo que armoniza con las normas constitucionales aplicables en el país (artículo 10 del Acuerdo, en relación con inciso tercero del Nº 24 del artículo 19 de la Constitución Política).





			Los bienes de la Oficina Técnica también estarán exentos de toda forma de restricción o injerencia administrativa, judicial o legislativa, salvo que sea temporalmente necesaria para la prevención o investigación de accidentes con vehículos motorizados u otros medios de transporte de la OEI o utilizados en su nombre (letra c) del artículo 10).





			En el ámbito de la legislación tributaria y aduanera, la Oficina gozará de las liberaciones siguientes:





			1) De exención de impuestos y gravámenes, excepto los que constituyan una remuneración por servicios públicos o los que deba satisfacer la persona que contrate con el Organismo o su representante en beneficio de los locales y dependencias de que sea propietaria o arrendataria la Oficina (artículo 11), y





			2) De exención de toda clase de derechos de Aduana, impuestos y gravámenes respecto de la importación y exportación de artículos, publicaciones y bienes destinados al uso oficial de la OEI, los que no podrán ser comercializados sin la autorización del Gobierno (artículo 12).





			Finalmente, para facilitar las comunicaciones de la OEI se le reconoce el derecho a hacer uso del claves y despachar su correspondencia ya sea por correo o en valijas selladas que gozarán de las mismas inmunidades y privilegios que se conceden  a otras organizaciones internacionales y de una trato no menos favorable que el otorgado por el Gobierno de Chile a cualquier otro organismo internacional. (artículos 28 y 29).





			B.- El tratamiento convenido en favor del personal de la 				      Oficina de la OEI en Santiago.





			Las principales disposiciones referidas a este personal son las siguientes:





			El Director y el personal extranjero o no residente permanente en el país, cuando deba permanecer en el territorio nacional por un período no inferior a un año, tendrá derecho a importar libre de derechos de aduana, impuestos y gravámenes, sus bienes y efectos personales, los que no podrán ser comercializados en el país sin autorización del Gobierno, y exportarlos, en las mismas condiciones, al término de sus funciones en la Oficina (artículo 13).





			En cambio, los chilenos o quienes residan permanentemente en el país, contratados para desempeñarse en la OEI, tendrán derecho a exportar sus bienes y efectos personales al momento de viajar para asumir sus funciones y a importarlos cuando retornen por jubilación, retiro o finalización de su misión, en ambas situaciones en las condiciones que permitan la legislación y reglamentación nacional (artículo 14).





			Todo este personal, sin distinción de nacionalidad, gozará de franquicias para la importación de artículos de consumo, en la forma que los permitan las normas vigentes en el país, y de modo similar al de otros organismos internacionales acreditados en la República (artículo 16).





			Ahora bien, tanto la OEI como su Director y personal gozarán de las facilidades y exenciones monetarias y cambiaras que Chile reconozca a otros organismos internacionales (artículos 17 y 18),





			Tratándose de la legislación laboral y de seguridad social, se establece que ella será aplicable al personal local (chilenos y extranjeros residentes permanentes en Chile), correspondiéndole a la OEI efectuar los aportes previsionales de dicho personal (artículo 19).





			Conforme a una interpretación armónica de esta norma con las disposiciones del decreto ley Nº 3.500, de 1980, procede sostener que la obligación de la OEI consistirá en enterar en las Administradoras de Fondos de Pensiones las cotizaciones previsionales que deduzca de las remuneraciones de su personal, según lo disponen los artículos 17 y 19 del citado cuerpo legal.





			Esta es una materia que incide en el ejercicio del derecho a la seguridad social de los trabajadores de la OEI, de manera que conforme al inciso segundo del Nº 18 del artículo 19 de la Constitución Política deberá ser decidida con quórum calificado.





			Por otra parte, el Director, los miembros del personal y expertos de la OEI, cualquiera que fuere su nacionalidad, gozarán de inmunidad de jurisdicción aún después de haber concluido su misión respecto de actos, incluidos sus palabras y escritos, ejecutados en el ejercicio de sus funciones oficiales y dentro de los límites de sus obligaciones, excepto en los casos relativos a infracciones o accidentes de tránsito, a las acciones reales sobre inmuebles particulares, a las acciones sucesorias y a los derivados de su ejercicio de actividades profesionales o comerciales (artículo 21). 





			También se reconoce a este personal la inviolabilidad de documentos y escritos oficiales relacionados con el desempeño de sus funciones y se le exime del impuesto a la renta sobre sueldos y emolumentos percibidos por la Organización (letras a) y b) del artículo 21).


	


			La exención de impuesto a la renta no distingue entre funcionarios extranjeros y de nacionalidad chilena, lo que llevó a esta Comisión a formular al Ministerio de Relaciones Exteriores reparos sobre su constitucionalidad, ya que se estimó que atentaría en contra de los principios que rigen en materia tributaria, tales como el de la igual repartición de los tributos y el de la igualdad ante la ley, el que chilenos, trabajadores de la OEI, puedan ser liberados de dicho impuesto como consecuencia de la aplicación de la referida norma internacional.





			La situación planteada dio lugar a un intercambio de notas entre el Gobierno de Chile y la OEI, que han enmendado la letra b) del artículo 21 del Acuerdo de Sede, agregando una norma que permitirá que dicha exención de impuesto a la renta no se aplicará a quienes posean la nacionalidad chilena o sean extranjeros residentes en Chile.





			Posteriormente, S.E. el Presidente de la República procedió a formular una indicación substitutiva del artículo único del proyecto, la que permite, en lo sustancial, aprobar el Acuerdo de Sede con el Acuerdo Complementario a que dio lugar el intercambio de notas ya comentado, quedando, en definitiva, salvada la observación de constitucionalidad.





			Ahora bien, sólo respecto del personal extranjero de la OEI se establecen exenciones de las disposiciones restrictivas de inmigración y tránsito de extranjeros y de toda prestación personal y de las obligaciones del servicio militar o servicio público de cualquier naturaleza, además de facilidades para su repatriación en caso de crisis internacional (letras c), d) y e) del artículo 21).





			En seguida se contemplan diversas disposiciones que tienen por objeto asegurar la cooperación de la OEI con la administración de justicia.





			 En primer término, la que permite que su personal pueda ser llamado a comparecer como testigo en procedimientos judiciales o administrativos, con la condición de no ser obligado a declarar sobre hechos relacionados con el ejercicio de sus funciones ni a exhibir correspondencia o documentos oficiales referentes a ellas (artículo 22).





			En segundo término, las que obligan formalmente a la OEI a cooperar con la administración de justicia y a velar por el cumplimiento de las leyes, y la que declara que ninguna disposición del Acuerdo de sede deberá ser interpretada como impedimento para la adopción de medidas apropiadas de seguridad para los intereses del Gobierno (artículos 23 y 24).





			Lo importante en esta materia es que los privilegios e inmunidades que se otorgan a la Oficina Técnica de la OEI en Santiago, no se otorgan para beneficio personal de sus funcionarios sino que para salvaguardar el ejercicio independiente de sus tareas. Por ello, la OEI tendrá el derecho y la obligación de renunciar a las inmunidades cuando ellas puedan impedir el curso de la justicia (artículo 25).





			Más aún, frente a casos de abusos en el goce de los privilegios e inmunidades, el Gobierno realizará consultas con la OEI, las que, en situaciones de gravedad, podrían dar lugar a un requerimiento para que el causante abandone el territorio nacional (artículo 26).





			Por último, se contemplan normas orientadas al ordenamiento administrativo de la Oficina de la OEI en Santiago, como la que dispone que el número de su personal no deberá exceder los límites de lo que sea razonable y normal, habida cuenta de las funciones de la Oficina (artículo 27); la que obliga a la OEI a notificar por escrito al Gobierno el nombramiento, llegada y salida de su personal (artículo 30); la que permite a la OEI otorgar a su personal un documento que acredite su calidad y la naturaleza de sus funciones, y la que la obliga a informar al Gobierno sobre la ubicación de los locales o dependencias ocupados por ella y cualquier cambio que realice con relación a éstos (artículo 33)





			Las cláusulas finales que se contemplan entre los artículos 34 y 37 son las propias de todo tratado, en las que, en lo esencial, se dispone que este instrumentos tendrá una duración ilimitada a partir de la fecha en que el Gobierno comunique a la OEI que lo ha aprobado conforme a los procedimientos constitucionales correspondientes.





III.- DECISIONES DE LA COMISION.





			A) Aprobación del tratado y del proyecto de acuerdo.





			Vuestra Comisión, al concluir el estudio de este Acuerdo de sede, decidió aprobarlo por unanimidad y proponer a la H. Cámara que adopte el proyecto de acuerdo en los términos en que lo formula la indicación substitutiva presentada por S.E. el Presidente de la República, con modificaciones formales menores que se salvan en el texto siguiente:





			“Artículo único.- Apruébanse el  “Acuerdo de sede entre el Gobierno de la República de Chile y la Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la Cultura”, suscrito en Santiago, el 26 de septiembre de 1991, y su acuerdo complementario, adoptado entre las Partes Contratantes por cambio de notas de fechas 20 de septiembre y 13 de octubre, de 1994.”.








			B) Designación de Diputado Informante.





			Esta designación recayó en el H. Diputado don CARLOS DUPRE SILVA. Diputado informante alterno fue designado el señor H. Diputado don RENAN FUENTEALBA VILDOSOLA.





			C) Menciones reglamentarias.





			     Para los efectos de lo dispuesto en los Nºs. 2 y 4 del artículo 286 del Reglamento de la H. Corporación, se consigna: 





			1.- Que el artículo 21 del Acuerdo de sede incide en materias legales de quórum calificado, conforme lo dispuesto por el inciso segundo del Nº 18 del artículo 19 de la Constitución Política. En consecuencia, y atendida la indivisibilidad de la votación que se impone al momento de decidir sobre la aprobación o rechazo de un tratado, el proyecto de acuerdo deberá ser adoptado con dicho quórum, y





			2.- Que los artículos 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18 y 21 del Acuerdo de sede deben ser conocidos por la H. Comisión de Hacienda.





				============





			Acordado en sesiones de los días 5 y 19 de julio; 2, 9 y 16 de agosto, de 1994; 3 de enero y 2 de mayo, de 1995, con asistencia de los señores Diputados Pizarro Soto, don Jorge y Dupré Silva, don Carlos (Presidentes de la Comisión en los años señalados, respectivamente); Balbontín Arteaga, don Ignacio; Caminondo Sáez, don Carlos; Coloma Correa, don Juan Antonio; Fuentealba Vildósola, don Renán; Jocelyn-Holt Letelier, don Tomás; Letelier Morel, don Juan Pablo; Longton Guerrero, don Arturo; Matthei Fornet, doña Evelyn; Moreira Barros, don Iván; Munizaga Rodríguez, don Eugenio; Soria Machiavello, don Jorge, y Valcarce Medina, don Carlos.





























			SALA DE LA COMISION, a 2 de mayo de 1995.-














					FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA


					            Secretario de la Comisión
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